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I. InTRODuccIón

La Corte Interamericana de Derechos Humanos es un organismo descentralizado de la 
Organización de Estados Americanos (OEA), esta organización internacional es de nivel 
regional, en la cual se encuentra México, aunque en materia de los Derechos Humanos 
es más conocida como Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

Cabe mencionar que si bien la OEA originalmente fue creada para resolver los 
problemas económicos de la región por medio del arbitraje, conforme fue trascurrien-
do el tiempo se le implementaron más atributos por medio de las asambleas a las que 
asistieron y siguen asistiendo representantes de los países que la conforman.

La Corte Interamericana nace de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

En noviembre de 1969 se celebró en San José de Costa Rica la Conferencia Espe-
cializada Interamericana sobre Derechos Humanos. En ella, los delegados de los 
Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos redactaron la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, que entró en vigor el 18 de julio 

1 Catedrático de la Facultad de Derecho de la Universidad De La Salle Bajío.
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de 1978, al haber sido depositado el undécimo instrumento de ratificación por un 
Estado Miembro de la OEA.2

Y se continúa: 

Este tratado regional es obligatorio para aquellos Estados que lo ratifiquen o se 
adhieran a él y representa la culminación de un proceso que se inició a finales de la 
Segunda Guerra Mundial, cuando las naciones de América se reunieron en México 
y decidieron que una declaración sobre derechos humanos debería ser redactada, 
para que pudiese ser eventualmente adoptada como convención. Tal declaración, la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes de la persona, fue aprobada por 
los Estados Miembros de la OEA en Bogotá, Colombia, en mayo de 1948.3

México ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos el día tres de 
febrero de 1981, y el siete de mayo de 1981 se publica en el Diario Oficial de la Fe-
deración el Decreto de Promulgación de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, también conocida como “Pacto de San José”, se le da ese nombre por haber 
sido redactada en la Convención en la Ciudad de San José de Costa Rica, y adoptada 
en la misma ciudad de San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969.

El Capítulo VIII de la Convención Americana, denominado “La Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos”, que comprende del artículo 52 al 65, se divide 
en tres secciones, la primera sección es Organización de la Corte Interamericana; la 
segunda Competencia y Funciones; y la tercera Procedimiento. De la primera sección 
se destaca:

Artículo 52.1. La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados 
miembros de la Organización, elegidos a título personal entre juristas de la más alta 
autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que 
reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones 
judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los 
proponga como candidatos.4

En el artículo citado encontramos un requisito que se denomina de idoneidad, el cual 
consiste en que el candidato a juez debe ser nacional de alguno de los Estados miem-
bros de la OEA.

2 Recurso en línea disponible en:
 http://www.corteidh.or.cr/index.php/es/acerca-de/historia-de-la-corteidh.
3 Ibídem.
4 Steiner, C. y Uribe, P. (coords.) (2015). Convención Americana sobre Derechos Humanos comentada. 

México: Suprema Corte de Justicia de la Nación, p. 795.
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La forma de elegir a los jueces lo establece el artículo siguiente: “Artículo 53.1. 
Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de 
votos de los Estados partes en la Convención, en la Asamblea General de la Organiza-
ción, de una lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados”.5

En relación a la sección segunda del Capítulo VIII de la Convención, se establece 
la competencia de la Corte Interamericana, básicamente se alude a dos funciones para la 
Corte, la primera es la función jurisdiccional establecida en: 

Artículo 63.1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad pro-
tegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en 
el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá, asimismo, si ello fuera 
procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha con-
figurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la 
parte lesionada.6

Al igual que puede dictar medidas provisionales en casos de extrema gravedad y urgen-
cia, y cuando se haga necesario evitar daños, como lo establece el:

Artículo 63.2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 
evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conocien-
do, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratase de 
asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la 
Comisión.7

La Convención Americana establece en su artículo 61.1 y 61.2 que para que la Corte 
Interamericana pueda conocer de un caso, se debe agotar el procedimiento ante la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, pero previo a ese procedimiento deben 
agotarse todos los recursos legales en el país de origen. Establece también que única-
mente los Estados y la Comisión Interamericana pueden someter un caso a la Corte.

La función de la Corte es la consultiva establecida en: 
Artículo 64.1. Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Cor-
te acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes 
a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos. Asimismo, po-
drán consultarla, en los que les compete, los órganos enumerados en el capítulo X de 
la Carta de la Organización de los Estados Americanos reformada por el Protocolo 
de Buenos Aires.

5 Ídem.
6 Ibíd, p. 817.
7 Ídem.
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La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle 
opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los 
mencionados instrumentos internacionales.8

La sección tercera establece el procedimiento ante la Corte Interamericana, las reso-
luciones de la corte deben ser motivadas, lo cual es obvio, pues se estaría faltando al 
derecho humano de seguridad jurídica.

En relación a las resoluciones, también establece que son definitivas e inapelables. 
Un punto muy importante de esta sección es lo que establece el artículo 66.2, para-
fraseando: si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, 
cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión disidente o 
individual.

Las resoluciones de la Corte deben ser observadas por los países miembros que se 
vean involucrados, como lo establece el Artículo 68.1: Los Estados partes en la Conven-
ción se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes.

II. ResOlucIón De lA cORTe InTeRAMeRIcAnA De DeRechOs huMAnOs, De lA 
que MéxIcO es pARTe

Como ya se mencionó, el Estado mexicano es parte de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), además de que firmó y ratificó la Convención Americana de De-
rechos Humanos. Luego entonces, el Estado mexicano puede ser parte en las resolucio-
nes de la Corte Interamericana, ya sea como parte actora o demandada.

A la fecha han llegados nueve casos a la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en contra de México, pero no todos han concluido en una sentencia condena-
toria en contra del Estado Mexicano.

Existen seis sentencias en contra de México, las que se detallan a continuación.
El caso más conocido contra México por parte de la Corte Interamericana es el 

caso Radilla Pacheco:

Los hechos del presente caso se refieren al señor Rosendo Radilla Pacheco, quien 
era una persona involucrada en diversas actividades de la vida política y social de su 
pueblo, Atoyac de Álvarez, estado de Guerrero. El 25 de agosto de 1974 fue deteni-
do por miembros del Ejército de México mientras se encontraba con su hijo en un 
autobús. Posteriormente a su detención, fue visto en el Cuartel Militar de Atoyac de 
Álvarez, con evidencias de haber sido agredido físicamente. No se volvió a saber de su 
paradero.

8 Ibíd, p. 903.
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Los familiares de la víctima interpusieron diversos recursos a fin de que se in-
vestiguen los hechos y se sancionen a los responsables. La causa penal fue dirigida a 
la jurisdicción penal militar. No se realizaron mayores investigaciones ni se sancionó 
a los responsables.9

En relación al caso Rosendo Radilla Pacheco, el Estado Mexicano opuso la excepción 
de: Incompetencia ratione temporis para conocer del caso debido a la fecha de depósi-
to del instrumento de adhesión de México a la Convención Americana. 

El Estado mexicano alegó que la desaparición del señor Radilla se produjo en el 
año de 1974, siendo que la fecha en que firmó el instrumento de adhesión a la Con-
vención Americana fue el 2 de marzo de 1981 y fue depositado en la Secretaría Gene-
ral de la OEA el 24 de marzo de 1981. A lo cual la Corte se declaró competente por 
tratarse de un acto de carácter continuo o permanente, por lo que no viola el principio 
de irretroactividad de los tratados. De forma concreta, la Corte resolvió:

• Rechazar las excepciones preliminares interpuestas por los Estados Unidos 
Mexicanos, referente a ratione temporis.

• Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado 
por el Estado. La Corte declara que el Estado es responsable de la violación de 
los derechos a la libertad personal, a la integridad personal, al reconocimiento 
de la personalidad jurídica y a la vida, consagrados en los artículos 7.1, 5.1, 
5.2, 3 y 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, respecto 
de la obligación de respetar y garantizar contenida en el artículo 1.1 de la mis-
ma y con los artículos I y XI de la Convención Interamericana sobre Desapa-
rición Forzada de Personas, en perjuicio del señor Rosendo Radilla Pacheco. 

• El Estado también es responsable por la violación del derecho a la integridad 
personal consagrado en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de las señoras Tita y Andrea, y del señor Rosendo, todos de apellidos 
Radilla Martínez.

• De igual forma es responsable por la violación de los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la misma y los artículos I incisos a), b) y d), IX y XIX de 
la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en 

9 Recurso en línea disponible en:
 http://www.corteidh.or.cr/cf/jurisprudencia2/busqueda_casos_contenciosos.cfm?lang=http://www.

corteidh.or.cr/cf/jurisprudencia2/busqueda_casos_contenciosos.cfm?lang=eses.
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perjuicio de las señoras Tita y Andrea, y del señor Rosendo, todos de apellidos 
Radilla Martínez.

• El Estado incumplió el deber de adoptar disposiciones de derecho interno 
establecido en el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, en relación con los artículos I y III de la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, respecto de la tipificación del delito 
de desaparición forzada de personas.10

Otra resolución es el llamado caso Castañeda Gutman vs. México. Se refiere a la falta 
de un recurso legal eficiente para que se puedan inscribir candidaturas independientes, 
sin la necesidad de que se esté inscrito en algún partido político.

La ficha técnica de la Corte Interamericana señala como hechos: 

Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco de un registro de candidatu-
ras presidenciales de México. El 5 de marzo de 2004 la víctima presentó al Consejo 
General del Instituto Federal Electoral una solicitud de inscripción como candida-
to independiente al cargo de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para las 
elecciones del 2 de julio de 2006. Alegó que solicitaba su registro “en ejercicio del 
derecho que le otorga el artículo 35, fracción II de la Constitución”, presentó ciertos 
documentos y declaró que cumplía los requisitos constitucionales para ejercer dicho 
cargo electivo. Asimismo, la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Polí-
ticos, Dirección de Partidos Políticos y Financiamiento del IFE, informó al señor 
Castañeda Gutman que no posible atender su petición en los términos solicitados, 
toda vez que corresponde únicamente a los partidos políticos nacionales el derecho 
de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular.

Contra dicho pronunciamiento del Instituto Federal Electoral, la víctima pre-
sentó una demanda de amparo ante el Juzgado Séptimo de Distrito en Materia 
Administrativa del Distrito Federal, sin embargo, dicho juzgado resolvió rechazar 
el recurso interpuesto por la víctima. Asimismo, Castañeda Gutman interpuso un 
recurso de revisión contra la decisión del Juzgado Séptimo, pero recurso fue sobre-
seído por la Corte Suprema de México. De tal manera, el señor Castañeda Gutman 
no pudo lanzarse a las elecciones presidenciales.11

En este juicio se condenó al Estado Mexicano en los siguientes términos (síntesis de la 
ficha técnica de la Corte Interamericana): 

-Fecha de última resolución: 1 de julio de 2009 - La Corte declara, (i) Que de con-
formidad con lo dispuesto en los Considerados 11 y 15 de la presente Resolución, 
el Estado ha dado cumplimiento en forma total a los puntos resolutivos de la Sen-

10 Puntos resolutivos de la sentencia de la CIDH, página 103, recurso en línea disponible en: http://
www.ordenjuridico.gob.mx/JurInt/STCIDHM4.pdf.

11 Recurso en línea disponible en: 
 http://www.corteidh.or.cr/cf/jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=298&lang=es.
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tencia que establecen que el Estado debe: a) publicar en el Diario Oficial y en otro 
diario de amplia circulación nacional, por una sola vez, los párrafos 77 a 133 de la 
presente Sentencia, sin las notas al pie de página, y la parte resolutiva de la misma, 
en el plazo de seis meses contado a partir de su notificación (punto resolutivo sép-
timo de la Sentencia). b) Pagar al señor Jorge Castañeda Gutman el monto fijado 
en el párrafo 244 de la Sentencia, por reintegro de costas y gastos, dentro del plazo 
de seis meses contado a partir de su notificación (punto resolutivo octavo de la 
Sentencia). (ii) Que de conformidad con lo dispuesto en el Considerando 19 de la 
presente Resolución, el Tribunal mantendrá abierto el procedimiento de supervisión 
de cumplimiento del punto resolutivo sexto de la Sentencia, el cual establece que el 
Estado debe, en un plazo razonable, completar la adecuación de su derecho interno 
a la Convención, de tal forma que ajuste la legislación secundaria y las normas que 
reglamentan el juicio de protección de los derechos del ciudadano de acuerdo con lo 
previsto en la reforma constitucional de 13 de noviembre de 2007, de manera que 
mediante dicho recurso se garantice a los ciudadanos de forma efectiva el cuestio-
namiento de la constitucionalidad de la regulación legal del derecho a ser elegido, 
en los términos de los párrafos 227 a 231 de la Sentencia (punto resolutivo sexto 
de la Sentencia). - La Corte resuelve (i) Declarar cumplidas las medidas de repara-
ción ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Sentencia 
de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas de 6 de agosto de 2008, 
establecidas en sus puntos resolutivos séptimo y octavo, de conformidad con los 
Considerandos 11 y 15 y el punto declarativo primero de la presente Resolución. 
(ii) Solicitar al Estado de México, de conformidad con lo ordenado en el punto re-
solutivo noveno de la Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas de 6 de agosto de 2008, que presente a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, a más tardar el 4 de septiembre de 2009, un informe en el cual indique 
las medidas adoptadas para cumplir la reparación ordenada por este Tribunal en el 
punto resolutivo sexto de dicho fallo, que se encuentra pendiente de cumplimiento. 
(iii) Solicitar a los representantes de la víctima y a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos que presenten las observaciones que estimen pertinentes al in-
forme del Estado mencionado en el punto resolutivo anterior, en el plazo de cuatro y 
seis semanas, respectivamente, contados a partir de la recepción del informe estatal. 
(iv) Continuar supervisando el punto resolutivo sexto de la Sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas de 6 de agosto de 2008, que se encuentra 
pendiente de cumplimiento. (v) Solicitar a la Secretaría que notifique la presente Re-
solución al Estado de México, a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
y a los representantes de la víctima.12

Un tercer juicio en el que México es parte, fue el de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeral-
da Herrera Monreal, Laura Berenice Ramos Monárrez y sus familiares, conocido tam-
bién como “Caso Algodonero”, denominado así por el lugar donde fueron encontradas 

12 Recurso en línea disponible en: 
 http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=298&lang=es.
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las víctimas, en Ciudad Juárez, Chihuahua. Los hechos, extraídos de la ficha técnica de 
la Corte Interamericana, se resumen:

-Los hechos del presente caso sucedieron en Ciudad Juárez, lugar donde se desarro-
llan diversas formas de delincuencia organizada. Así mismo desde 1993 existe un 
aumento de homicidios de mujeres influenciado por una cultura de discriminación 
contra la mujer. - Laura Berenice Ramos, estudiante de 17 años de edad, desapareció 
el 22 de setiembre de 2001. Claudia Ivette Gonzáles, trabajadora en una empresa 
maquilladora de 20 años de edad, desapareció el 10 de octubre de 2001. Esmeralda 
Herrera Monreal, empleada doméstica de 15 años de edad desapareció el lunes 29 
de octubre de 2001. Sus familiares presentaron las denuncias de desaparición. No 
obstante, no se iniciaron mayores investigaciones. Las autoridades se limitaron a 
elaborar los registros de desaparición, los carteles de búsqueda, la toma de decla-
raciones y el envío del oficio a la Policía Judicial. - El 6 de noviembre de 2001 se 
encontraron los cuerpos de Claudia Ivette Gonzáles, Esmeralda Herrera Monreal y 
Laura Berenice Ramos Monárrez, quienes presentaban signos de violencia sexual. Se 
concluyó que las tres mujeres estuvieron privadas de su libertad antes de su muerte. 
A pesar de los recursos interpuestos por sus familiares, no se investigó ni se sancionó 
a los responsables.13

En este juicio, el Estado Mexicano, al igual que en los dos anteriores, fue condenado 
en los siguientes términos, (síntesis de los puntos resolutivos de la sentencia, de la ficha 
técnica publicada en la página de la Corte Interamericana): 

La Corte decide, - Aceptar parcialmente la excepción preliminar interpuesta por el 
Estado, de conformidad con los párrafos 31 y 80 de la presente Sentencia y, por ende, 
declarar que: i) tiene competencia contenciosa en razón de la materia para conocer 
de alegadas violaciones al artículo 7 de la Convención Belém do Pará, y ii) no tiene 
competencia contenciosa en razón de la materia para conocer de supuestas viola-
ciones a los artículos 8 y 9 de dicho instrumento internacional.- Aceptar el reco-
nocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado por el Estado. La 
Corte declara que, - No puede atribuir al Estado responsabilidad internacional por 
violaciones a los derechos sustantivos consagrados en los artículos 4 (Derecho a la 
Vida), 5 (Derecho a la Integridad Personal) y 7 (Derecho a la Libertad Personal) de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, derivadas del incumplimiento 
de la obligación de respeto contenida en el artículo 1.1 de la misma.- El Estado 
violó los derechos a la vida, integridad personal y libertad personal reconocidos en 
los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención Americana, en relación con la obli-
gación general de garantía contemplada en el artículo 1.1 y la obligación de adoptar 
disposiciones de derecho interno contemplada en el artículo 2 de la misma, así como 
con las obligaciones contempladas en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém 

13 Recurso en línea disponible en: 
 http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=347&lang=es.
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do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura Berenice Ramos Monárrez 
y Esmeralda Herrera Monreal.- El Estado incumplió con su deber de investigar 
—y con ello su deber de garantizar— los derechos a la vida, integridad personal y 
libertad personal, consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7.b y 
7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de Claudia Ivette González, Laura 
Berenice Ramos Monárrez y Esmeralda Herrera Monreal. Por los mismos motivos, 
el Estado violó los derechos de acceso a la justicia y protección judicial, consagrados 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma y 7.b y 7.c de la Convención Belém do Pará, en perjuicio de: 
Irma Monreal Jaime, Benigno Herrera Monreal, Adrián Herrera Monreal, Juan An-
tonio Herrera Monreal, Cecilia Herrera Monreal, Zulema Montijo Monreal, Erick 
Montijo Monreal, Juana Ballín Castro, Irma Josefina González Rodríguez, Mayela 
Banda González, Gema Iris González, Karla Arizbeth Hernández Banda, Jacqueline 
Hernández, Carlos Hernández Llamas, Benita Monárrez Salgado, Claudia Ivon-
ne Ramos Monárrez, Daniel Ramos Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, 
Claudia Dayana Bermúdez Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Paola Alexandra 
Bermúdez Ramos y Atziri Geraldine Bermúdez Ramos.- El Estado violó el deber 
de no discriminación contenido en el artículo 1.1 de la Convención Americana, en 
relación con el deber de garantía de los derechos a la vida, integridad personal y li-
bertad personal, consagrados en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 de dicho tratado, en 
perjuicio de Laura Berenice Ramos Monárrez, Esmeralda Herrera Monreal y Clau-
dia Ivette González; así como en relación con el acceso a la justicia consagrado en los 
artículos 8.1 y 25.1 de la mencionada Convención, en perjuicio de Irma Monreal 
Jaime, Benigno Herrera Monreal, Adrián Herrera Monreal, Juan Antonio Herrera 
Monreal, Cecilia Herrera Monreal, Zulema Montijo Monreal, Erick Montijo Mon-
real, Juana Ballín Castro, Irma Josefina González Rodríguez, Mayela Banda Gonzá-
lez, Gema Iris González, Karla Arizbeth Hernández Banda, Jacqueline Hernández, 
Carlos Hernández Llamas, Benita Monárrez Salgado, Claudia Ivonne Ramos Moná-
rrez, Daniel Ramos Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, Claudia Dayana 
Bermúdez Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Paola Alexandra Bermúdez Ramos 
y Atziri Geraldine Bermúdez Ramos.- El Estado violó los derechos del niño, consa-
grados en el artículo 19 de la Convención Americana, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de las niñas Esmeralda Herrera Monreal y Laura 
Berenice Ramos Monárrez.- El Estado violó el derecho a la integridad personal, 
consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, por los sufrimientos causados a Irma Monreal Jaime, Be-
nigno Herrera Monreal, Adrián Herrera Monreal, Juan Antonio Herrera Monreal, 
Cecilia Herrera Monreal, Zulema Montijo Monreal, Erick Montijo Monreal, Juana 
Ballín Castro, Irma Josefina González Rodríguez, Mayela Banda González, Gema 
Iris González, Karla Arizbeth Hernández Banda, Jacqueline Hernández, Carlos Her-
nández Llamas, Benita Monárrez Salgado, Claudia Ivonne Ramos Monárrez, Daniel 
Ramos Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, Claudia Dayana Bermúdez 
Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Paola Alexandra Bermúdez Ramos y Atziri 
Geraldine Bermúdez Ramos.- El Estado violó el derecho a la integridad personal, 
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consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, por los actos de hostigamiento que sufrieron Adrián He-
rrera Monreal, Benita Monárrez Salgado, Claudia Ivonne Ramos Monárrez, Daniel 
Ramos Monárrez, Ramón Antonio Aragón Monárrez, Claudia Dayana Bermúdez 
Ramos, Itzel Arely Bermúdez Ramos, Paola Alexandra Bermúdez Ramos y Atziri 
Geraldine Bermúdez Ramos.- El Estado no violó el derecho a la protección de la 
honra y de la dignidad, consagrado en el artículo 11 de la Convención Americana.14

Un cuarto caso en contra de México se refiere a la Responsabilidad Internacional del 
Estado Mexicano por la violación sexual cometida en agravio de Inés Fernández Or-
tega por parte de agentes militares, así como por la falta de investigación y sanción de los 
responsables. Los hechos del caso son los siguientes, los cuales fueron extraídos de la ficha 
técnica publicada en la página de la Corte Interamericana: 

-Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia 
militar en el estado de Guerrero. La señora Fernández Ortega es una mujer indígena 
perteneciente a la comunidad indígena Me’phaa, residente en Barranca Tecoani, 
estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía casi 25 años, estaba casada con 
el señor Prisciliano Sierra, con quien tenía cuatro hijos.- El 22 de marzo de 2002, la 
señora Fernández Ortega se encontraba en su casa en compañía de sus cuatro hijos, 
cuando un grupo de aproximadamente once militares, vestidos con uniformes y 
portando armas, ingresaron a su casa. Uno de ellos la tomó de las manos y, apun-
tándole con el arma, le dijo que se tirara al suelo. Una vez en el suelo, otro militar 
con una mano tomó sus manos y la violó sexualmente mientras otros dos militares 
miraban. Se interpusieron una serie de recursos a fin de investigar y sancionar a los 
responsables de los hechos. No obstante, éstos no tuvieron éxito.15

México obtuvo otra condena por parte de la Corte Interamericana en los siguientes 
términos, puntos resolutivos extraídos de ficha técnica publicada en la página de la 
Corte Interamericana: 

La Corte decide que- Admite el retiro de la excepción preliminar interpuesta por el 
Estado.- Acepta el reconocimiento parcial de  responsabilidad internacional efec-
tuado por el Estado - El Estado es responsable por la violación de  los derechos a la 
integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, consagrados, respectivamente, 
en los artículos 5.1 y 5.2, 11.1 y 11.2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con los artículos 1.1 de la misma y 1, 2 y 6 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y  Sancionar la Tortura, así como por el incumpli-
miento del deber establecido en  el artículo 7.a de la Convención Interamericana 

14 Ídem.
15 Recurso en línea disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=338&lang=es.
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para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en perjuicio de la 
señora Fernández Ortega.- El Estado es responsable por la violación del derecho a 
la integridad personal, consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
del señor Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí, todos 
ellos de apellidos Prisciliano Fernández.- No cuenta con elementos que demuestren 
la existencia de una violación al derecho a la integridad personal en perjuicio de la 
señora María Lidia Ortega ni de los señores Lorenzo y Ocotlán Fernández Ortega.- 
El Estado es responsable por la violación del derecho a no ser objeto de injerencias 
arbitrarias o abusivas en el domicilio, consagrado en el artículo 11.2 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos  Humanos, en relación con la obligación de respetar 
los derechos contenida en el  artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Fer-
nández Ortega, del señor  Prisciliano Sierra y de Noemí, Ana Luz, Colosio y Nélida, 
todos ellos de apellidos Prisciliano Fernández.- El Estado es responsable por la viola-
ción de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, establecidos 
en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
en perjuicio de la señora Fernández Ortega: a) en relación con los artículos 1.1 y 
2 de la misma, y b) en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana  e 
incumplió el deber establecido en el artículo 7.b de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Asimismo, México 
incumplió la obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso a la 
justicia, establecido en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en relación con el artículo 1.1. Del mismo instrumento, en 
perjuicio de la señora Fernández Ortega.- El Estado no es responsable por el incum-
plimiento de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura en perjuicio de la señora Fernández Ortega.- No corresponde 
pronunciarse sobre la alegada violación del artículo 16 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos.16

Otro caso similar al anterior es el de Valentina Rosendo Cantú y Yenys Bernardino Sie-
rra, el cual llegó a la Corte Interamericana por violación sexual y tortura en perjuicio 
de la señora Valentina Rosendo Cantú, los hechos son los siguientes, extraídos de la 
ficha técnica de la Corte Interamericana: 

-Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia 
militar en el Estado de Guerrero, dirigida a reprimir actividades ilegales como la delin-
cuencia organizada. En el estado de Guerrero un importante porcentaje de la población 
pertenece a comunidades indígenas, quienes conservan sus tradiciones e identidad 
cultural y residen en los municipios de gran marginación y pobreza.- Valentina se-
ñora Rosendo Cantú es una mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena 
Me´phaa, en el Estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía 17 años, estaba 
casada con el señor Fidel Bernardino Sierra y tenía una hija. El 16 de febrero de 

16 Ídem.
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2002, Valentina Rosendo Cantú se encontraba en un arroyo cercano a su domicilio. 
Cuando se disponía a bañarse, ocho militares, acompañados de un civil que llevaban 
detenido, se acercaron a ella y la rodearon. Dos de ellos la interrogaron, le mostraron 
una foto de una persona y una lista con nombres, mientras uno de ellos le apuntaba 
con su arma. Ella les indicó que no conocía a la gente sobre la cual la interrogaban. 
El militar que la apuntaba la golpeó en el estómago con el arma, haciéndola caer al 
suelo. Luego uno de los militares la tomó del cabello mientras insistió sobre la in-
formación requerida. Finalmente le rasguñaron la cara, le quitaron la falda y la ropa 
interior y la tiraron al suelo, y uno de ellos la penetró sexualmente, al término de lo 
cual el otro que también la interrogaba procedió a hacer lo mismo.- Tanto Valentina 
Rosendo Cantú como su esposo presentaron una serie de recursos a fin de denunciar 
los hechos y solicitar que se realicen las investigaciones necesarias para identificar y 
sancionar a los responsables. La investigación fue remitida a la jurisdicción penal 
militar, la cual decidió archivar el caso.17

En este caso, como en los cuatro anteriores, el Estado Mexicano resultó nuevamente 
condenado en los siguientes términos resolutivos, tomados de ficha técnica publicada 
por la Corte Interamericana: 

La Corte decide- Admitir el retiro de la excepción preliminar interpuesta por el Es-
tado. - Aceptar el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional efectuado 
por el Estado.

La Corte declara que,- El Estado es responsable por la violación de los derechos 
a la integridad personal, a la dignidad y a la vida privada, consagrados, respectiva-
mente, en los artículos 5.1 y 5.2, 11.1 y 11.2 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 de la misma y 1, 2 y 6 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como por el 
incumplimiento del deber establecido en el artículo 7.a de la Convención Interame-
ricana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en perjuicio 
de la señora Rosendo Cantú.- El Estado es responsable por la violación del derecho 
a la integridad personal, consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
de Yenys Bernardino Sierra.- No corresponde emitir un pronunciamiento sobre la 
alegada violación a la integridad personal, contenida en el artículo 5.1 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio del señor Victoriano 
Rosendo Morales, la señora María Cantú García y los hermanos y hermanas de la 
señora Rosendo Cantú.- El Estado es responsable por la violación de los derechos 
a las garantías judiciales y a la protección judicial, establecidos en los artículos 8.1 
y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de la 
señora Rosendo Cantú: a) en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, y b) en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana e incumplió el deber esta-

17 Recurso en línea disponible en: 
http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=339&lang=es.
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blecido en el artículo 7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Asimismo, México incumplió la obligación 
de garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia, establecido en 
los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con el artículo 1.1. Del mismo instrumento, en perjuicio de la señora Ro-
sendo Cantú.- El Estado no es responsable por el incumplimiento de los artículos 
1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en 
perjuicio de la señora Rosendo Cantú.- El Estado es responsable por la violación de 
los derechos del niño, consagrado en el artículo 19 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio 
de la señora Rosendo Cantú.18

Por su parte, Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores también iniciaron 
juicio en la Corte Interamericana en contra del Estado Mexicano, por la detención ar-
bitraria y tratos crueles y degradantes a los que fueron sometidos, así como por la falta 
de investigación y sanción de los responsables. El resumen de los hechos, publicado en 
ficha técnica por la Corte Interamericana es: 

-Los hechos del presente caso se iniciaron el 2 de mayo de 1999, cuando el señor 
Montiel Flores se encontraba fuera de la casa del señor Cabrera García, junto a otras 
personas, en la comunidad de Pizotla, Municipio de Ajuchitlán del Progreso, estado 
de Guerrero. Aproximadamente 40 miembros del 40º Batallón de Infantería del 
Ejército Mexicano entraron en la comunidad, en el marco de un operativo contra 
otras personas. -Los señores Cabrera y Montiel fueron detenidos y mantenidos en 
dicha condición a orillas del Río Pizotla hasta el 4 de mayo de 1999. Ese día fue-
ron trasladados hasta las instalaciones del 40º Batallón de Infantería, ubicado en la 
ciudad de Altamirano, estado de Guerrero. Los señores Cabrera y Montiel fueron 
golpeados y maltratados durante su privación de la libertad.  Posteriormente, ciertos 
miembros del Ejército presentaron una denuncia penal en contra de los señores 
Cabrera y Montiel por la presunta comisión de los delitos de portación de armas de 
fuego de uso exclusivo de las Fuerzas Militares y siembra de amapola y marihuana, 
iniciándose la respectiva investigación penal.- El 28 de agosto de 2000 el Juez Quin-
to de Distrito del Vigésimo Primer Circuito en Coyuca de Catalán dictó sentencia 
mediante la cual condenó a pena privativa de libertad de 6 años y 8 meses de du-
ración al señor Cabrera García y de 10 años al señor Montiel Flores. Esta decisión 
fue objetada a través de diversos recursos judiciales y se modificó parcialmente a su 
favor. En el año 2001 los señores Cabrera y Montiel fueron liberados para continuar 
cumpliendo la sanción que se les impuso en su domicilio, debido a su estado de 

salud.19

18 Ídem.
19 Recurso en línea disponible en: 
 http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=343&lang=es.
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En este caso la sentencia se dictó, en resumen, en los siguientes puntos resolutivos 
publicados en la fecha técnica de la Corte Interamericana: 

La Corte decide, - Desestimar la excepción preliminar de “cuarta instancia” inter-
puesta por el Estado. 

La Corte declara,- Que el Estado es responsable por la violación del derecho 
a la libertad personal, reconocido en los artículos 7.3, 7.4 y 7.5, en relación con el 
artículo 1.1 de  la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio 
de los señores  Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores.- Que el Estado es 
responsable por la violación del derecho a la integridad personal, establecido en los 
artículos 5.1 y 5.2, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, por los tratos crueles, inhumanos y degradantes infligidos 
a los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores.- Que el Estado ha 
incumplido la obligación de investigar los alegados actos de tortura, en los términos 
de los artículos 5.1 y 5.2, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, así como de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los señores 
Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores.- Que el Estado es responsable 
por la violación de la garantía judicial reconocida en el artículo 8.3, en relación con 
el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio 
de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores.- Que el Estado es 
responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección 
judicial reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1, respectivamente, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al haberse 
sometido el conocimiento de las alegadas torturas a la jurisdicción penal militar, en 
perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores.- Que no 
corresponde emitir un pronunciamiento sobre las alegadas violaciones de los dere-
chos a la integridad personal y a la libertad de asociación, reconocidos en los artícu-
los 5.1 y 16 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de 
los familiares de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores y de 
estos, respectivamente. - Que el Estado ha incumplido la obligación contenida en el 
artículo 2, en conexión con los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, al extender la competencia del fuero castrense a delitos que no 
tienen estricta relación con la disciplina militar o con bienes jurídicos propios del 
ámbito  castrense.- Que el Estado no es responsable por la violación del derecho 
a la defensa, reconocido en el artículo 8.2.d) de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo 
Montiel Flores.- Que el Estado no es responsable por la violación del principio de 
presunción de inocencia, reconocido en el artículo 8.2 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y 
Rodolfo Montiel Flores.20

20 Ídem.
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III. OTROs cAsOs InIcIADOs en cOnTRA De MéxIcO

Existen otros tres casos en contra de México, el caso de Alfonso Martín del Campo 
Dodd y sus familiares, en el cual, al contrario del de Rosendo Radilla, prosperó la ex-
cepción opuesta por México, en relación al principio rationes temporis, actos de tortura 
cometidos en contra de Alfonso Martín del Campo Dodd, con el objetivo de confesar 
un crimen de homicidio. En el Resolutivo numerado como 85, la Corte resolvió que:

la Corte estima que debe aplicarse el principio de la irretroactividad de las nor-
mas internacionales consagrado en la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados y en el derecho internacional general, y de acuerdo con los términos 
en que México reconoció la competencia contenciosa de la Corte, acoge la excep-
ción preliminar “ratione temporis” interpuesta por el Estado para que la Corte no 
conozca supuestas violaciones a la Convención Americana ni a la Convención In-
teramericana contra la Tortura ocurridas antes del 16 de diciembre de 1998 (…) y 
declara, en consecuencia, que no le compete a la Corte analizar la segunda excepción 
preliminar.21

Hay otro caso que llegó a la corte, el de Juan García Cruz y Santiago Sánchez Silvestre, 
quienes fueron sometidos a tortura para obtener una confesión por los cargos imputa-
dos en su contra. Luego de ser sometido el caso ante la Corte, el Estado Mexicano llegó 
a un Acuerdo de Solución Amistosa con las víctimas, por lo que no se dictó resolución 
por parte de la Corte Interamericana.

Finalmente, el día 22 de noviembre de 2016 la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos presentó ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos el caso 
12.916, de Nitza Paola Alvarado y otros, respecto de México. El comunicado de prensa 
173/16, de la CIDH, señala que: 

El caso se relaciona con la desaparición forzada de Nitza Paola Alvarado Espinoza, 
José Ángel Alvarado Herrera y Rocío Irene Alvarado Reyes, por parte de agentes 
estatales, en el Ejido Benito Juárez, Estado de Chihuahua, México, desde el 29 de 
diciembre de 2009. A la fecha, se desconoce el destino o paradero de las tres víctimas 
desaparecidas.22

Continúa el comunicado de prensa: 
Este caso constituye el primero en cuanto a la desaparición forzada en el contexto 
de la lucha contra el narcotráfico y la delincuencia organizada en México. En ese 

21 Recurso en línea disponible en: 
 http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=232&lang=es.
22 Recurso en línea disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2016/173.asp.
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sentido, la relevancia del caso obedece a que se trata de una problemática actual que 
ha venido en aumento en los últimos años y que ha merecido pronunciamientos, 
recomendaciones y expresiones de profunda preocupación por parte de la Comisión 
y de múltiples organismos internacionales y mandatos especiales en el ámbito de las 
Naciones Unidas. Los hechos del caso constituyen un ejemplo de los factores que 
contribuyen a que esta grave violación de derechos humanos tenga lugar en dicho 
contexto y que no sea debidamente investigada y sancionada como consecuencia de 
múltiples mecanismos de encubrimiento y obstrucción. Asimismo, el caso ofrece a 
la Corte Interamericana la posibilidad de pronunciarse sobre otras violaciones co-
nexas derivadas de las amenazas y hostigamientos que sufren los núcleos familiares 
de las víctimas desaparecidas.23

En relación a este último caso, la Comisión Interamericana reitera la crisis en que México 
se encuentra en relación a la violación de los derechos humanos en nuestro país, lo que 
hizo mediante informe que rindió la Comisión, derivado de la visita In loco que realizó 
un comité designado por ese organismo a finales del 2015.

En resumen, existen seis sentencias condenando al Estado Mexicano; un caso en 
el que no entró la Corte al fondo del asunto por proceder la excepción del principio 
de irretroactividad de los tratados; otro caso en el que el Estado Mexicano llegó a un 
acuerdo amistoso con las víctimas; y finalmente un noveno asunto que la Comisión 
Interamericana apenas solicitó la intervención de la Corte Interamericana. 

23 Ídem.
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